
ALGUNOS ASPECTOS DE RÉGIMEN LOCAL RECOGIDOS EN LA LEY 
5/2010, DE 11 DE JUNIO, DE AUTONOMÍA LOCAL DE ANDALUCÍA 

 

 

I) OBJETO DE LA LEY 5/2010. 
 

Entre otros, se tiene el de determinar las competencias y las potestades de los municipios y 

demás entes locales como expresión propia de la autonomía local y las reglas por las que hayan 

de regirse las eventuales transferencias y delegaciones a estos de competencias de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía. 

 

II) ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE ANDALUCÍA. 
 

- Los municipios y provincias, en su relación con la Comunidad Autónoma de Andalucía, integran 

un único nivel de gobierno. 

- El municipio es la entidad territorial básica de Andalucía, instancia de representación política y 

cauce inmediato de participación ciudadana en los asuntos públicos. 

- La provincia es una entidad local, determinada por la agrupación de municipios, cuya principal 

función, de conformidad con los mismos, es garantizar el ejercicio de las competencias 

municipales y facilitar la articulación de las relaciones de los municipios entre sí y con la 

Comunidad Autónoma de Andalucía. 

- Por ley, o de acuerdo con la presente ley, podrán crearse otras entidades locales 

complementarias, que no alterarán en ningún caso la estructura territorial de Andalucía y estarán 

dirigidas a favorecer el ejercicio de las competencias municipales y provinciales. 

 

III) AUTONOMÍA LOCAL. 
 

- Los municipios y provincias de Andalucía gozan de autonomía para la ordenación y gestión de 

los asuntos de interés público en el marco de las leyes. Actúan bajo su propia responsabilidad y 

en beneficio de las personas que integran su respectiva comunidad. 

- La autonomía local comprende, en todo caso, la ordenación de los intereses públicos en el 

ámbito propio de municipios y provincias, la organización y gestión de sus propios 

órganos de gobierno y administración, la organización y ordenación de su propio territorio, la 

regulación y prestación de los servicios locales, la iniciativa económica, la gestión del personal a 

su servicio y de su patrimonio, y la recaudación, administración y destino de los recursos de sus 

haciendas. 

- Al amparo de la autonomía local que garantiza esta ley, y en el marco de sus competencias, 

cada entidad local podrá definir y ejecutar políticas públicas propias y diferenciadas. 

- Los municipios y provincias gozan de plena personalidad jurídica para el ejercicio de su 

autonomía. Las entidades locales complementarias gozarán de capacidad jurídica en los 

términos de esta ley o de las leyes especiales que las regulen. 

 

IV) PRINCIPIOS GENERALES DE LAS COMPETENCIAS LOCALES. 
 

- Las competencias de municipios y provincias se determinarán por ley. 

- Las competencias locales que determina la presente ley tienen la consideración de propias y 

mínimas, y podrán ser ampliadas por las leyes sectoriales. 



- La determinación de competencias locales se rige por el principio de mayor proximidad a la 

ciudadanía. La legislación tomará en consideración, en su conjunto, a la comunidad política 

local, integrada por municipios y provincias, al valorar la amplitud o naturaleza de la materia o 

actividad pública, la capacidad de gestión de las entidades locales o las necesidades de eficacia 

o economía. 

 

V) COMPETENCIAS LOCALES. 
 

- Las competencias locales facultan para la regulación, dentro de su potestad normativa, de las 

correspondientes materias. 

- Corresponderá a la entidad local, en el ámbito de sus competencias propias, la ejecución 

administrativa, incluyendo la incoación y la resolución final de los procedimientos, de acuerdo 

con las leyes. 

- Las competencias de la Comunidad Autónoma podrán transferirse o delegarse a las entidades 

locales en los términos previstos en la sección 4.ª de este capítulo. 

 

VI) CLÁUSULA GENERAL DE COMPETENCIA. 
 

Sin perjuicio de las competencias enunciadas a continuación, los municipios andaluces tienen 

competencia para ejercer su iniciativa en la ordenación y ejecución de cualesquiera actividades y 

servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades de la comunidad municipal, 

siempre que no estén atribuidas a otros niveles de gobierno. 

 

VII) COMPETENCIAS MUNICIPALES. 
 

Los municipios andaluces tienen las siguientes competencias propias: 
 

1. Ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística, que incluye: 
 

a) Elaboración, tramitación y aprobación inicial y provisional de los instrumentos de 

planeamiento general. 

b) Elaboración, tramitación y aprobación definitiva del planeamiento de desarrollo, así 

como de las innovaciones de la ordenación urbanística que no afecten a la ordenación 

estructural. 

c) Aprobación de los proyectos de actuación para actuaciones en suelo no urbanizable. 

d) Otorgamiento de las licencias urbanísticas y declaraciones de innecesariedad. 

e) Inspección de la ejecución de los actos sujetos a intervención preventiva. 

f) Elaboración y aprobación de los planes municipales de inspección urbanística. 

g) Protección de la legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado. 

h) Procedimiento sancionador derivado de las infracciones urbanísticas. 

 

2. Planificación, programación y gestión de viviendas y participación en la 
planificación de la vivienda protegida, que incluye: 
 

a) Promoción y gestión de la vivienda. 

b) Elaboración y ejecución de los planes municipales de vivienda y participación en la 

elaboración y gestión de los planes de vivienda y suelo de carácter autonómico. 

c) Adjudicación de las viviendas protegidas. 



d) Otorgamiento de la calificación provisional y definitiva de vivienda protegida, de 

conformidad con los requisitos establecidos en la normativa autonómica. 

 

3. Gestión de los servicios sociales comunitarios, conforme al Plan y Mapa Regional 
de Servicios Sociales de Andalucía, que incluye: 
 

a) Gestión de las prestaciones técnicas y económicas de los servicios sociales 

comunitarios. 

b) Gestión del equipamiento básico de los servicios sociales comunitarios. 

c) Promoción de actividades de voluntariado social para la atención a los distintos 

colectivos, dentro de su ámbito territorial. 

 

4. Ordenación, gestión, prestación y control de los siguientes servicios en el ciclo 
integral del agua de uso urbano, que incluye: 
 

a) El abastecimiento de agua en alta o aducción, que incluye la captación y alumbramiento 

de los recursos hídricos y su gestión, incluida la generación de los recursos no 

convencionales, el tratamiento de potabilización, el transporte por arterias o tuberías 

principales y el almacenamiento en depósitos reguladores de cabecera de los núcleos de 

población. 

b) El abastecimiento de agua en baja, que incluye su distribución, el almacenamiento 

intermedio y el suministro o reparto de agua de consumo hasta las acometidas 

particulares o instalaciones de las personas usuarias. 

c) El saneamiento o recogida de las aguas residuales urbanas y pluviales de los núcleos de 

población a través de las redes de alcantarillado municipales hasta el punto de 

interceptación con los colectores generales o hasta el punto de recogida para su 

tratamiento. 

d) La depuración de las aguas residuales urbanas, que comprende su interceptación y el 

transporte mediante los colectores generales, su tratamiento y el vertido del efluente a 

las masas de agua continentales o marítimas. 

e) La reutilización, en su caso, del agua residual depurada en los términos de la legislación 

básica. 

 

5. Ordenación, gestión y prestación del servicio de alumbrado público. 
 
6. Ordenación, gestión, prestación y control de los servicios de recogida y 
tratamiento de residuos sólidos urbanos o municipales, así como la planificación, 
programación y disciplina de la reducción de la producción de residuos urbanos o 
municipales. 
 

7. Ordenación, gestión y prestación del servicio de limpieza viaria. 
 

8. Ordenación, planificación, programación, gestión, disciplina y promoción de los 
servicios urbanos de transporte público de personas que, por cualquier modo de 
transporte, se lleven a cabo íntegramente dentro de sus respectivos términos 
municipales. 
 



9. Deslinde, ampliación, señalización, mantenimiento, regulación de uso, vigilancia, 
disciplina y recuperación que garantice el uso o servicio público de los caminos, 
vías pecuarias o vías verdes que discurran por el suelo urbanizable del término 
municipal, conforme a la normativa que le sea de aplicación. 
 

10. Ordenación, gestión, disciplina y promoción en vías urbanas de su titularidad de 
la movilidad y accesibilidad de personas, vehículos, sean o no a motor, y animales, y 
del transporte de personas y mercancías, para lo que podrán fijar los medios 
materiales y humanos que se consideren necesarios. 
 

11. Elaboración y aprobación de catálogos urbanísticos y de planes con contenido 
de protección para la defensa, conservación y promoción del patrimonio histórico y 
artístico de su término municipal, siempre que estén incluidos en el Plan General de 
Ordenación Urbanística. En el caso de no estar incluidos en dicho plan, deberán 
contar con informe preceptivo y vinculante de la consejería competente en materia 
de cultura. 
 

12. Promoción, defensa y protección del medio ambiente, que incluye: 
 

a) La gestión del procedimiento de calificación ambiental, así como la vigilancia, control y 

ejercicio de la potestad sancionadora con respecto a las actividades sometidas a dicho 

instrumento. 

b) La programación, ejecución y control de medidas de mejora de la calidad del aire, que 

deberán cumplir con las determinaciones de los planes de nivel supramunicipal o 

autonómico, aprobados por la Junta de Andalucía. 

c) La declaración y delimitación de suelo contaminado, en los casos en que dicho suelo 

esté íntegramente comprendido dentro de su término municipal. 

d) La aprobación de los planes de descontaminación y la declaración de suelo 

descontaminado, en los casos en que dicho suelo esté íntegramente comprendido 

dentro de su término municipal. 

e) La ordenación, ejecución y control de las áreas del territorio municipal que admitan 

flujos luminosos medios y elevados y el establecimiento de parámetros de luminosidad. 

f) La ordenación, planificación, programación y ejecución de actuaciones en materia de 

protección del medio ambiente contra ruidos y vibraciones y el ejercicio de la potestad 

sancionadora en relación con actividades no sometidas a autorización ambiental 

integrada o unificada. 

g) La programación de actuaciones en materia de información ambiental y de educación 

ambiental para la sostenibilidad. 

h) La declaración y gestión de parques periurbanos y el establecimiento de reservas 

naturales concertadas, previo informe de la consejería competente en materia de medio 

ambiente de la Junta de Andalucía. 

 

13. Promoción, defensa y protección de la salud pública, que incluye: 
 

a) La elaboración, aprobación, implantación y ejecución del Plan Local de Salud. 

b) El desarrollo de políticas de acción local y comunitaria en materia de salud. 

c) El control preventivo, vigilancia y disciplina en las actividades públicas y privadas que 

directa o indirectamente puedan suponer riesgo inminente y extraordinario para la salud. 



d) El desarrollo de programas de promoción de la salud, educación para la salud y 

protección de la salud, con especial atención a las personas en situación de 

vulnerabilidad o de riesgo. 

e) La ordenación de la movilidad con criterios de sostenibilidad, integración y cohesión 

social, promoción de la actividad física y prevención de la accidentabilidad. 

f) El control sanitario de edificios y lugares de vivienda y convivencia humana, 

especialmente de los centros de alimentación, consumo, ocio y deporte. 

g) El control sanitario oficial de la distribución de alimentos. 

h) El control sanitario oficial de la calidad del agua de consumo humano. 

i) El control sanitario de industrias, transporte, actividades y servicios. 

j) El control de la salubridad de los espacios públicos, y en especial de las zonas de baño. 

 

14. Ordenación de las condiciones de seguridad en las actividades organizadas en 
espacios públicos y en los lugares de concurrencia pública, que incluye: 
 

a) El control, vigilancia, inspección y régimen sancionador de los establecimientos de 

pública concurrencia. 

b) La gestión y disciplina en materia de animales de compañía y animales potencialmente 

peligrosos, y la gestión de su registro municipal. 

c) La autorización de ampliación de horario y de horarios de apertura permanente de 

establecimientos públicos, en el marco de la legislación autonómica. 

d) La autorización de condiciones específicas de admisión de personas en los 

establecimientos de espectáculos públicos y actividades recreativas. 

e) La creación de Cuerpos de Policía Local, siempre que lo consideren necesario en 

función de las necesidades de dicho municipio, de acuerdo con lo previsto en la Ley 

Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y en la 

legislación básica del Estado. 

f) La elaboración, aprobación, implantación y ejecución del Plan de Emergencia Municipal, 

así como la adopción, con los medios a disposición de la corporación, de medidas de 

urgencia en caso de catástrofe o calamidad pública en el término municipal. 

g) La ordenación, planificación y gestión del servicio de prevención y extinción de incendios 

y otros siniestros, así como la asistencia y salvamento de personas y protección de 

bienes. 

h) h La creación, mantenimiento y dirección de la estructura municipal de protección civil. 

i) La promoción de la vinculación ciudadana a través del voluntariado de protección civil. 

j) La elaboración de programas de prevención de riesgos y campañas de información. 

k) La ordenación de las relaciones de convivencia ciudadana y del uso de sus servicios, 

equipamientos, infraestructuras, instalaciones y espacios públicos municipales. 

 

15. Ordenación, planificación y gestión de la defensa y protección de personas 
usuarias y consumidoras, que incluye: 
 

a) La información y educación a las personas usuarias y consumidoras en materia de 

consumo, así como la orientación y el asesoramiento a estas sobre sus derechos y la 

forma más eficaz para ejercerlos. 

b) La información y orientación a las empresas y profesionales en materia de consumo. 

c) El análisis, tramitación, mediación o arbitraje, en su caso, de las quejas, reclamaciones 

y denuncias que presentan las personas consumidoras. 



d) La constitución, gestión, organización y evaluación de las oficinas municipales de 

información al consumidor de su ámbito territorial. 

e) El fomento, divulgación y, en su caso, gestión, del sistema arbitral de consumo, en 

colaboración con la Administración General del Estado y la Comunidad Autónoma de 

Andalucía, en los términos previstos en la legislación vigente. 

f) La inspección de consumo y el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las 

infracciones localizadas en su territorio en las condiciones, con el alcance máximo y 

facultades establecidas en la normativa autonómica reguladora en materia de consumo. 

g) La prevención de situaciones de riesgo de ámbito municipal de las personas 

consumidoras y 

h) la adopción de medidas administrativas preventivas definitivas, cuando estas situaciones 

se materialicen en el ámbito estrictamente local y se puedan afrontar en su totalidad 

dentro del término municipal, o provisionales cuando excedan del mismo. 

i) La constitución, gestión, organización y evaluación de los puntos de contacto 

municipales integrados en la Red de Alerta de Andalucía de Productos de Consumo. 

 

16. Promoción del turismo, que incluye: 
 

a) La promoción de sus recursos turísticos y fiestas de especial interés. 

b) La participación en la formulación de los instrumentos de planificación y promoción del 

sistema turístico en Andalucía. 

c) El diseño de la política de infraestructuras turísticas de titularidad propia. 

 

17. Planificación y gestión de actividades culturales y promoción de la cultura, que 
incluye: 
 

a) La elaboración, aprobación y ejecución de planes y proyectos municipales en materia de 

bibliotecas, archivos, museos y colecciones museográficas. 

b) La gestión de sus instituciones culturales propias, la construcción y gestión de sus 

equipamientos culturales y su coordinación con otras del municipio. 

c) La organización y promoción de todo tipo de actividades culturales y el fomento de la 

creación y la producción artística, así como las industrias culturales. 

 

18. Promoción del deporte y gestión de equipamientos deportivos de uso público, 
que incluye: 
 

a) La planificación, ordenación, gestión y promoción del deporte de base y del deporte para 

todos. 

b) La construcción, gestión y el mantenimiento de las instalaciones y equipamientos 

deportivos de titularidad propia. 

c) La organización y, en su caso, autorización de manifestaciones y competiciones 

deportivas que transcurran exclusivamente por su territorio, especialmente las de 

carácter popular y las destinadas a participantes en edad escolar y a grupos de atención 

especial. 

d) La formulación de la planificación deportiva local. 

 

 



19. Ordenación, planificación y gestión, así como el control sanitario de 
cementerios y servicios funerarios. 
 
20. En materia de educación: 
 

a) La vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria. 

b) La asistencia a la consejería competente en materia de educación en la aplicación de los   

criterios de admisión del alumnado en los centros docentes sostenidos con fondos 

públicos. 

c) La conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios destinados a centros 

públicos de segundo ciclo de educación infantil, de educación primaria y de educación 

especial, así como la puesta a disposición de la Administración educativa de los solares 

necesarios para la construcción de nuevos centros docentes públicos. 

d) La cooperación en la ejecución de la planificación que realice la consejería competente 

en materia de educación y en la gestión de los centros públicos escolares existentes en 

su término municipal. 

 

21. Fomento del desarrollo económico y social en el marco de la planificación 
autonómica. 
 
22. Ordenación, autorización y control del ejercicio de actividades económicas y 
empresariales, permanentes u ocasionales. 
 
23. Autorización de mercadillos de apertura periódica así como la promoción del  
acondicionamiento físico de los espacios destinados a su instalación. 
 
24. Ordenación, gestión, promoción y disciplina sobre mercados de abastos. 
 
25. Organización y autorización, en su caso, de eventos o exposiciones menores 
que, sin tener carácter de feria oficial, estén destinados a la promoción de 
productos singulares. 
 
26. Establecimiento y desarrollo de estructuras de participación ciudadana y del 
acceso a las nuevas tecnologías. 
 
27. Provisión de medios materiales y humanos para el ejercicio de las funciones de 
los juzgados de paz. 
 
28. Ejecución de las políticas de inmigración a través de la acreditación del arraigo 
para la integración social de inmigrantes, así como la acreditación de la adecuación 
de la vivienda para el reagrupamiento familiar de inmigrantes. 
 

 

Para el ejercicio de estas competencias, la prestación de servicios y el desarrollo de iniciativas 

económicas, los municipios podrán asociarse entre sí o con otras entidades locales, 

administraciones públicas o entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro, delegar o 

encomendar el ejercicio de competencias y utilizar cuantas formas de gestión directa o indirecta 



de servicios permitan las leyes, sin que en ningún caso se vean afectadas, ni la titularidad de las 

competencias, ni las garantías de la ciudadanía. 

 

VIII) COMPETENCIAS PROVINCIALES. 
 

Con la finalidad de asegurar el ejercicio íntegro de las competencias municipales, las 

competencias de asistencia (que podrá ser obligatoria, cuando la provincia deba prestarla a 

solicitud de los municipios, o concertada) que la provincia preste a los municipios, por sí o 

asociados, podrán consistir en: 

 

VIII.1) Asistencia técnica de información, asesoramiento, realización de estudios, 
elaboración de planes y disposiciones, formación y apoyo tecnológico. 
 

- La provincia prestará la siguiente asistencia técnica: 

 

a) Elaboración y disciplina del planeamiento urbanístico y de instrumentos de gestión 

urbanística. 

b) Elaboración de los pliegos de condiciones y demás documentación integrante de la 

contratación pública, así como la colaboración en la organización y gestión de los 

procedimientos 

c) de contratación. 

d) Redacción de ordenanzas y reglamentos municipales, así como de cualquier otra 

disposición normativa.  

e) Implantación de tecnología de la información y de las comunicaciones, así como 

administración electrónica. 

f) Elaboración de estudios, planes y proyectos en cualquier materia de competencia 

municipal. 

g) Asesoramiento jurídico, técnico y económico, incluida la representación y defensa 

jurídica en vía administrativa y jurisdiccional. 

h) Formación y selección del personal, así como la elaboración de instrumentos de gestión 

de personal, planes de carrera profesional y evaluación del desempeño. 

i) Diseño y, en su caso, ejecución de programas de formación y desarrollo de 

competencias para representantes locales. 

j) Integración de la igualdad de género en la planificación, seguimiento y evaluación de las 

políticas municipales. 

k) Cualquier otra que la provincia determine por iniciativa propia o a petición de los 

ayuntamientos. 

 

- Por norma provincial se determinarán los requisitos de asistencia y las formas de financiación, 

que en cada caso correspondan, de acuerdo, al menos, con los criterios de atención preferente a 

los municipios de menor población y a los municipios de insuficiente capacidad económica y de 

gestión, así como la urgencia de la asistencia requerida. 

- La solicitud de asistencia técnica se tramitará mediante un procedimiento basado en los 

principios de eficacia, transparencia y celeridad. La decisión que adopte la diputación provincial 

será motivada con referencia a los criterios normativos establecidos. 

 

 

 



VIII.2) Asistencia económica para la financiación de inversiones, actividades y 
servicios municipales. 
 

- La provincia asistirá económicamente a los municipios para la realización de inversiones, 

actividades y servicios municipales. 

- Los planes y programas de asistencia económica se regularán por norma provincial. En todo 

caso, el procedimiento de elaboración se regirá por los principios de transparencia y publicidad 

de las distintas actuaciones, informes y alegaciones municipales y provinciales, y se compondrá 

de las siguientes fases: 

 

a) La diputación provincial recabará de los ayuntamientos información detallada sobre sus 

necesidades e intereses peculiares. 

b) Conforme a la información recabada, la diputación provincial fijará los criterios básicos 

para la priorización de las propuestas municipales. En todo caso, entre dichos criterios 

se incluirá el apoyo preferente a los municipios de menor población. 

c) Considerando los criterios básicos aprobados por la diputación provincial, cada 

ayuntamiento formulará su propuesta priorizada de asistencia económica. 

d) Partiendo de las propuestas municipales, la diputación provincial formulará un proyecto 

de plan o programa de asistencia económica, cuyo contenido tendrá en cuenta las 

prioridades municipales con criterios de solidaridad y equilibrio interterritorial. 

e) El proyecto de plan o programa de asistencia económica provincial se someterá a un 

trámite de consulta o audiencia de los ayuntamientos, dirigido a la consecución de 

acuerdos. 

f) Terminado el trámite de audiencia, la diputación provincial introducirá las modificaciones 

oportunas en el proyecto. Si de las modificaciones pudiera resultar perjuicio o afección 

singular para uno o varios municipios, la diputación iniciará un trámite extraordinario de 

consultas con todos los municipios interesados. 

g) La aprobación definitiva del plan o programa de asistencia económica corresponderá a 

la diputación provincial. Cualquier rechazo de las prioridades municipales será motivado, 

con especificación expresa del objetivo o criterio insatisfecho, y se propondrá derivar la 

asistencia para otra obra, actividad o servicio incluido en la relación de prioridades 

elaborada por el ayuntamiento, el cual podrá realizar una nueva concreción de la 

propuesta. 

h) Si en el curso de la ejecución de un plan o programa surgieran circunstancias especiales 

en algunos municipios que hiciera conveniente su modificación, se procederá a 

efectuarla siguiendo los trámites previstos en las letras e, f y g. 

 

- Cada municipio está obligado a aplicar la asistencia económica a los proyectos específicos 

aprobados en el plan o programa provincial. La aplicación del plan o programa estará sujeta a 

seguimiento y evaluación por parte de la diputación provincial, con la colaboración de los 

ayuntamientos. 

- La diputación provincial efectuará una evaluación continua de los efectos sociales, económicos, 

ambientales y territoriales del plan o programa de asistencia económica. Cuando de la ejecución 

estricta de un plan o programa provincial pudieran derivarse efectos indeseados o imprevisibles, 

la diputación provincial podrá adaptarlos para asegurar la consecución real y efectiva de los 

objetivos propuestos. La constatación de estos posibles efectos resultará del intercambio 

informativo continuo entre cada municipio y la provincia y la realización de los estudios de 

impacto pertinentes. 



VIII.3) Asistencia material de prestación de servicios municipales. 
 

- La provincia prestará los servicios básicos municipales en caso de incapacidad o insuficiencia 

de un municipio, cuando este así lo solicite. Corresponderá a la provincia la determinación de la 

forma de gestión del servicio y las potestades inherentes a su ejercicio. 

- Asimismo, en la forma y casos en que lo determine una norma provincial, prestará 

obligatoriamente, a petición del municipio, al menos, los siguientes servicios municipales: 

 

a) Inspección, gestión y recaudación de tributos. 

b) Disciplina urbanística y ambiental. 

c) Disciplina del personal funcionario y laboral. 

d) Representación y defensa judicial. 

e) Suplencias en el ejercicio de funciones públicas necesarias de secretaría, intervención y 

tesorería en municipios menores de cinco mil habitantes. 

 

- Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación específica, en el caso de que un municipio 

incumpla su obligación de prestar los servicios básicos, la diputación provincial, previo 

requerimiento, actuará por sustitución. 

- La diputación provincial podrá garantizar el ejercicio de competencias municipales promoviendo 

la creación de redes intermunicipales para la prestación de servicios de competencia municipal, 

a la que podrán incorporarse los ayuntamientos en las condiciones que previamente se 

establezca mediante norma provincial, que incluirá las formas de financiación. El procedimiento 

de creación de las redes intermunicipales, que estará basado en los mismos principios citados 

en el artículo 13.2, deberá permitir la participación activa de los municipios que la integren. 

- La provincia, en los términos que prevea la legislación sectorial, ejercerá competencias de 

titularidad municipal, cuando su naturaleza no permita una asignación diferenciada y las 

economías de escala así lo aconsejen. 

 

VIII.4) Competencias materiales de la provincia. 
 

La provincia tendrá competencias en las siguientes materias: 

 

• Carreteras provinciales. 

• Archivos de interés provincial. 

• Museos e instituciones culturales de interés provincial. 

 

IX) TRANSFERENCIA Y DELEGACIÓN DE COMPETENCIAS. 
 

Respetando la voluntad de las entidades afectadas, y en el marco de la normativa vigente, por 

razones de eficacia, eficiencia y economía, la Junta de Andalucía podrá transferir competencias a 

los municipios, o delegarlas con carácter ordinario en éstos o en las provincias. 

 

IX.1) Transferencia de competencias. 
 

- A iniciativa del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, podrán ser transferidas a los 
municipios competencias propias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
mediante ley, que, en todo caso, determinará los recursos financieros para su ejercicio y los 

medios personales, materiales y económicos, de acuerdo con los principios de legalidad, 



responsabilidad, transparencia y lealtad institucional. Mediante decreto de transferencia del 

Consejo de Gobierno, previa negociación con los municipios afectados, se concretará el traspaso 

de bienes, recursos y medios para el ejercicio de las competencias transferidas. 

- La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá reservarse, cuando se considere conveniente, las 

facultades de ordenación, planificación y coordinación generales. 

- El Consejo Andaluz de Concertación Local resolverá los problemas de interpretación y 

cumplimiento que puedan plantearse respecto del proceso de transferencia. 

 

IX.2) Delegación del ejercicio de competencias. 
 

- La Comunidad Autónoma podrá delegar el ejercicio de sus competencias en los 
municipios y las provincias o, en su caso, en otras entidades locales. La delegación 
comportará que la entidad local ejerza las potestades inherentes a la competencia que se delega 

sin que, no obstante, se altere su titularidad. 

- La delegación respetará, en todo caso, la potestad de autoorganización de la entidad local, y la 

competencia delegada se ejercerá con plena responsabilidad, sin perjuicio de las facultades de 

dirección y control que puedan establecerse en el decreto de delegación. Para la efectividad de la 

delegación se requiere la aceptación expresa de la entidad local delegada y la cesión de uso de 

los medios materiales, las dotaciones económicas y financieras y, en su caso, la adscripción de 

los recursos humanos necesarios para su desempeño. 

 

IX.3) La encomienda de gestión. 
 

- La Administración de la Junta de Andalucía podrá acordar con las entidades locales y 
con sus entes dependientes o vinculados la realización de actividades de carácter material, 

técnico o de servicios de su competencia, en el marco de la legislación autonómica, mediante 

encomienda de gestión. 
- La encomienda se formalizará mediante un convenio interadministrativo, que 

determinará, al menos, su alcance, la habilitación normativa y el plazo de vigencia. 

- La efectividad de la encomienda requerirá que vaya acompañada de la dotación económica o 

incremento de financiación, a favor de las entidades locales receptoras, de los medios 

económicos para llevarla a cabo. 

 

X) LA COOPERACIÓN TERRITORIAL. 
 

La cooperación territorial en la Comunidad Autónoma de Andalucía se podrá llevar a cabo a 

través de las entidades e instrumentos siguientes: 

 

- Son entidades de cooperación territorial: las mancomunidades de municipios, los 
consorcios y cualquier otra modalidad que dé lugar a la creación de un ente con personalidad 

jurídica, que pudiera establecerse para el desempeño de servicios, obras o iniciativas de interés 

para la cooperación territorial en Andalucía. 

 

- Son instrumentos para la cooperación territorial: los convenios de cooperación, las redes 
de cooperación y cualquier otra modalidad que no dé lugar a la creación de un ente con 

personalidad jurídica, que pudiera establecerse para el desempeño de servicios, obras o 

iniciativas de interés para la cooperación territorial en Andalucía. 

 



X.1) Las mancomunidades de municipios. 
 

Los municipios tienen derecho a asociarse entre sí formando mancomunidades, para la 

planificación, establecimiento, gestión o ejecución en común de obras y servicios determinados 

de competencia propia. 

 

El ámbito territorial de actuación de las mancomunidades será el de los municipios en ellas 

integrados, no siendo indispensable que pertenezcan a la misma provincia, ni que haya entre 

ellos continuidad territorial. 

 

Las mancomunidades legalmente constituidas tienen la condición de entidad local de 

cooperación territorial, con personalidad y capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines 

específicos. Su régimen jurídico será el establecido en sus propios estatutos. 

 

X.2) Los consorcios locales. 
 

Se trata de una entidad pública de carácter voluntario y asociativo, dotada de personalidad 

jurídica propia y plena capacidad para crear y gestionar servicios y actividades de interés común, 

y sometida a Derecho Administrativo. 

 

Las entidades locales podrán constituir consorcios con entidades locales de distinto nivel 

territorial, así como con otras administraciones públicas para finalidades de interés común o con 

entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro que tengan finalidades de interés público 

concurrentes.   

 

X.3) Los convenios de cooperación. 
 

Los municipios, las provincias y las entidades de cooperación territorial podrán celebrar 

convenios de cooperación entre sí o con la Comunidad Autónoma de Andalucía para la más 

eficaz gestión y prestación de servicios de sus competencias. 

 

X.4) Las redes de cooperación territorial. 
 

Podrán estar integradas por personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, siempre que 

persigan fines de interés general local. 


